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por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre la Marcación 
de Explosivos Plásticos para los fines de Detección, 

hecho en Montreal”, el primero (Io) de marzo de mil novecientos 
noventa y uno (1991).

El Congreso de la República
Visto el texto del Convenio sobre la Marcación de Explosivos Plásticos 

para los fines de Detección, hecho en Montreal, el primero (Io) de marzo 
de mil novecientos noventa y uno (1991), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del 
Instrumento Internacional mencionado).

«CONVENIO SOBRE LA MARCACION DE EXPLOSIVOS 
PLASTICOS PARA LOS FINES DE DETECCION

Los Estados Partes en el presente Convenio,
Conscientes de las repercusiones de los actos de terrorismo en la 

seguridad internacional;
Expresando profunda preocupación por los actos terroristas destinados 

a destruir aeronaves, otros medios de transporte y demás objetivos;
Preocupados por el hecho de que los explosivos plásticos se han 

utilizado para cometer tales actos terroristas;
Considerando que la marcación de tales explosivos para los fines de 

detección contribuiría de modo significativo a prevenir dichos actos 
ilícitos;

Reconociendo que para disuadir de tales actos ilícitos se necesita 
urgentemente un instrumento internacional que obligue a los Estados a 
adoptar las medidas apropiadas para que los explosivos plásticos estén 
debidamente marcados;

Considerando la Resolución 635 del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas del 14 de junio de 1989 y la Resolución 44/29 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas del 4 de diciembre de 1989, 
en las que se insta a la Organización de Aviación Civil Internacional a que 
intensifique su labor para establecer un régimen internacional de marcas 
de explosivos plásticos o en lámina que permitan detectar su presencia;

Teniendo presente la Resolución A27-8 adoptada unánimemente por 
el 27° período de sesiones de la Asamblea de la Organización de Aviación 
Civil Internacional, la cual apoyó con prioridad máxima y preponderante 
la preparación de un nuevo instrumento jurídico internacional relativo a

I

’, incluidos los explosivos en

la colocación de marcas en los explosivos plásticos o en lámina para 
facilitar su detección;

Tomando nota con satisfacción del papel desempeñado por el Consejo 
de la Organización de Aviación Civil Internacional en la preparación del 
Convenio, así como su voluntad de asumir funciones relacionadas con su 
aplicación;

Han convenido lo siguiente:
Artículo

Para los fines de este Convenio:
1. “Explosivos” significa los productos explosivos comúnmente 

conocidos como “explosivos plásticos'
forma de lámina flexible o elástica, descritos en el Anexo técnico a este 
Convenio.

2. “Agente de detección” significa la 
técnico a este Convenio y que se introduce en un explosivo a fin de poder 
detectarlos.

3. “Marcación” significa la introduce! 
de detección conforme al Anexo técnico a este Convenio.

4. “Fabricación” significa todo proceso, incluido el reprocesamiento, 
que da como resultado explosivos.

5. “Artefactos militares debidamente autorizados” comprende, sin 
que esta lista sea exhaustiva, cartuchos, bombas, proyectiles, minas, 
misiles, cohetes, cargas huecas, granadas y perforadores fabricados 
exclusivamente con fines militares o po 
leyes y los reglamentos del Estado Parte

6. “Estado productor” significa todo Estado en cuyo territorio se 
fabriquen explosivos plásticos.

sustancia descrita en el Anexo

ón en el explosivo de un agente

iciales de conformidad con las 
de que se trate.

Artículo II
Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias y eficaces para 

prohibir e impedir la fabricación en su territorio de explosivos sin marcar.
IArtículo I

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias y eficaces para 
prohibir e impedir la entrada o salida 
explosivos sin marcar.

2. El párrafo anterior no se aplicará al 
no sean incompatibles con los objetiv»

respecto de su territorio de

desplazamiento con fines que 
os de este Convenio, por las
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Parte que desempeñen funciones militares o 
ve s sin marcar que estén bajo el control de dicho

autoridades de un Estac p 
policiales, de los explosi 
Estado parte de conformidad con el párrafo 1 del artículo IV.

Artículo IV
adoptará las medidas necesarias para ejercer un 

rp sobre la tenencia o transferencia de la tenencia
1. Cada Estado Parte 

control estricto y efectiv 
de los explosivos sin matear que se hayan fabricado o introducido en su 
territorio antes de la entr¡ 
Estado, a fin de impedí' su apoderamiento o utilización con fines 
incompatibles con los objetivos de este Convenio.

2. Cada Estado Parte
las existencias de los explosivos mencionados en el párrafo 1 de este 
artículo que no estén en poder de las autoridades de dicho Estado que 
desempeñen funciones m 
con fines que no sean incompatibles con los objetivos de este Convenio, 
se marquen o se transfor nen permanentemente en sustancias inertes, 
dentro de un plazo de tre ¡ años a partir de la entrada en vigor de este 
Convenio respecto de dic io Estado.

3. Cada Estado Parte
las existencias de los exp losivos mencionados en el párrafo 1 de este 
artículo que estén en poder de las autoridades de dicho Estado que 
desempeñen funciones rni itares o policiales y que no estén incorporados 
como parte integrante de le 
se destruyan o consuman 
objetivos de este Convenio 
en sustancias inertes, den tro de un plazo de quince años a partir de la 
entrada en vigor de este

4. Cada Estado Parte i

ada en vigor de este Convenio respecto de dicho

adoptará las medidas necesarias para que todas

litares o policiales se destruyan o consuman

a loptará las medidas necesarias para que todas

s artefactos militares debidamente autorizados 
con fines que no sean incompatibles con los 
se marquen ose transformen permanentemente

Convenio respecto de dicho Estado.
ae optará las medidas necesarias para destruir, lo 

antes posible, en su territo io, los explosivos sin marcar que se descubran 
en el mismo y que no estén mencionados en los párrafos anteriores de este 

e> istencias de explosivos sin marcar en poder deartículo, que no sean las
las autoridades de dicho i sstado que desempeñen funciones militares o 
policiales e incorporado^ c orno parte integrante de los artefactos militares
debidamente autorizados, 
respecto de dicho Estado,

adoptará las medidas necesarias para ejercer un

m la fecha de entrada en vigor de este Convenio

5. Cada Estado Parte 
control estricto y efectivo sobre la tenencia y la transferencia de la 
tenencia de los explosiv 
Anexo técnico al presente 
utilización con fines inco

adoptará las medidas necesarias para destruir lo

Oí mencionados en el párrafo II de la Parte I del 
Convenio, a fin de evitar su apoderamiento o 

mpatibles con los objetivos de este Convenio.
6. Cada Estado Parte

antes posible, en su territorio, los explosivos sin marcar fabricados 
después de la entrada en ’
que no estén incorporado! como se especifica en el inciso d) del párrafo 
II de la Parte 1 del Anexo 
sin marcar que ya no estén 
dicho párrafo II.

vigor de este Convenio respecto de dicho Estado

técnico al presente Convenio y los explosivos 
comprendidos dentro de ningún otro inciso de

Artículo V

5. La Comisión adoptará su reglamento interno, con sujeción a la 
aprobación del Consejo.

Artículo VI

1. La Comisión evaluará la evolución de la técnica en materia de 
fabricación, marcación y detección de explosivos.

2. La Comisión, por intermedie del Consejo, comunicará sus 
conclusiones a los Estados Partes y a los organismos internacionales 
interesados.

3. Siempre que sea necesario, la Comisión hará recomendaciones al 
Consejo para la enmienda del Anexo técnico a este Convenio. La 
Comisión tratará de adoptar por consenso sus decisiones sobre dichas 
recomendaciones. A falta de consenso, la Comisión adoptará dichas 
decisiones por una mayoría de dos tercios de sus miembros.

4. El Consejo podrá, por recomendación de la Comisión, proponer a 
los Estados Partes enmiendas del Anexo técnico a este Convenio.

Artículo VII

1. Todo Estado parte podrá transmitir al Consejo sus comentarios 
dentro de un plazo de noventa días a partir de la fecha de notificación de 
una propuesta de enmienda del Anexo técnico a este Convenio. El 
Consejo comunicará estos comentarios a la Comisión lo antes posible 
para que dicho órgano los examine. El Consejo invitará a todo Estado 
Parte que comente u objete la propuesta de enmienda a consultar a la 
Comisión.

2. La Comisión examinará las opiniones de los Estados Partes 
formuladas de conformidad con el párrafo anterior e informará al 
Consejo. El Consejo, después de examinar el informe de la Comisión y 
teniendo en cuenta la naturaleza de la enmienda y los comentarios de los 
Estados partes, incluidos los Estados productores, podrá proponer la 
enmienda a todos los Estados partes para su adopción.

3. Si la propuesta de enmienda no ha sido objetada por cinco o más 
Estados partes mediante una notificación por escrito al Consejo dentro 
del plazo de noventa días a partir de la fecha de notificación de la 
enmienda por el Consejo, se considerará que ha sido adoptada y entrará 
en vigor ciento ochenta días más tarde o después de cualquier otro 
período fijado en la propuesta de enmienda para los Estados partes que 
no la hubieren objetado expresamente.

4. Los Estados Partes que hubiesen objetado de manera expresa la 
propuesta de enmienda podrán, posteriormente, mediante el depósito de 
un instrumento de aceptación o aprobación, manifestar el consentimiento 
para obligarse a lo dispuesto por la enmienda.

5. Si cinco o más Estados Partes han objetado la propuesta de 
enmienda, el Consejo dará traslado de la misma a la Comisión para su 
ulterior examen.

6. Si la propuesta de enmienda no ha sido adoptada de conformidad 
con el párrafo 3 de este artículo, el Consejo también podrá convocar a una 
conferencia de todos los Estados Partes.

1. Por el presente Convenio se crea la Comisión Técnica Internacional 
sobre Explosivos (de aquí 
de no menos de quince n 
el Consejo de la Organización de Aviación Civil Internacional (de aquí 
en adelante llamado “el 
los Estados Partes en e st< Convenio.

2. Los miembros de 1 i ('omisión serán expertos que tengan experiencia 
directa y sólida en mate; 
investigación sobre expíe sivos.

3. Los miembros de 
tres años y podrán ser ób eto de un nuevo nombramiento.

4. Los períodos de

m adelante llamada “la Comisión”), compuesta 
más de diecinueve miembros nombrados por

Onsejo”), de entre los candidatos propuestos por

ni i de fabricación o detección de explosivos o de

Comisión prestarán servicios por un período de

Artículo VIII
1. Los Estados Partes transmitirán, en lo posible, al Consejo, la 

información que ayude a la Comisión a desempeñar sus funciones 
conforme al párrafo I del artículo VI.

2. Los Estados Partes mantendrán informado al Consejo sobre las 
medidas que hayan adoptado para dar cumplimiento a las disposiciones 
de este Convenio. El Consejo comunicará dicha información a todos los 
Estados partes y a los organismos internacionales interesados.

Artículo IX

El Consejo, en cooperación con los Estados Partes y organismos 
internacionales pertinentes, adoptará las medidas apropiadas para 
facilitar la aplicación de este Convenio, incluyendo la prestación de 
asistencia técnica y las medidas para el intercambio de información 
relacionada con adelantos técnicos en materia de marcación y detección 
de explosivos.

siones de la Comisión se convocarán por lo 
la Sede de la Organización de Aviación Civil

se

menos una vez al año en
ligares y fechas que determine o apruebe elInternacional o en los 

Consejo.
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Artículo X

El Anexo técnico al presente Convenio constituirá parte integrante del 
mismo.

Artículo XI

1. Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con 
respecto a la interpretación o aplicación de este Convenio y que no 
puedan solucionarse mediante negociaciones, se someterán a arbitraje, a 
petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses, contados a partir de 
la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las Partes no 
consiguieran ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de 
ellas podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, 
mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la 
Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma, ratificación, 
aceptación o aprobación de este Convenio o de su adhesión al mismo, 
podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo anterior. Los 
demás Estados partes no estarán obligados por el párrafo anterior ante 
ningún Estado parte que haya formulado dicha reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el 
párrafo anterior podrá retirarla en cualquier momento mediante 
notificación al Depositario.

Artículo XII

Con excepción de lo dispuesto en el artículo XI, el presente Convenio 
no podrá ser objeto de reservas.

Artículo XIII

1. El presente Convenio estará abierto a la firma en Montreal, el Io de 
marzo de 1991, de los Estados participantes en la Conferencia Internacional 
de Derecho Aéreo celebrada en Montreal del 12 de febrero al 10 de marzo 
de 1991. Después del Io de marzo de 1991, el Convenio estará abierto a 
la firma de todos los Estados en la Sede de la Organización de Aviación 
Civil Internacional en Montreal, hasta su entrada en vigor de conformidad 
con el párrafo 3 de este artículo. Los Estados que no firmaren el presente 
Convenio podrán adherirse al mismo en cualquier momento.

2. El presente Convenio estará sujeto a la ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión de los Estados. Los instrumentos de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión se depositarán en los archivos de la 
Organización de Aviación Civil Internacional, a la que por el presente se 
designa Depositaría. Al depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, cada Estado declarará si es o no 
Estado productor.

3. El presente Convenio entrará en vigor en el sexagésimo día a contar 
de la fecha de depósito del trigésimoquinto instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión ante la Depositaría, siempre que no 
menos de cinco de dichos Estados haya declarado, de acuerdo con el 
párrafo 2 del presente artículo, que son Estados productores. Si se 
depositan treinta y cinco de tales instrumentos antes de que cinco Estados 
productores depositen sus instrumentos, este Convenio entrará en vigor 
en el sexagésimo día a contar de la fecha de depósito del instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión del quinto Estado 
productor.

4. Para los demás Estados, el presente Convenio entrará en vigor 
sesenta días después de la fecha de depósito de sus instrumentos de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

5. Tan pronto como el presente Convenio entre en vigor, la Depositaría 
lo registrará de conformidad con el artículo 102 de la Carta de- las 
Naciones Unidas y de conformidad con el artículo 83 del Convenio sobre 
Aviación Civil Internacional (Chicago, 1944).

Artículo XIV

La Depositaría deberá notificar inmediatamente a todos los signatarios 
y Estados Partes:

1. cada firma de dicho Convenio y la fecha correspondiente.

e Convenio.

2. el depósito de todo instrumenú 
aprobación o adhesión y la fecha correspo 
si el Estado ha declarado ser Estado productor.

3. la fecha de entrada en vigor de est<
4. la fecha de entrada en vigor de toda enmienda a este Convenio o a 

su Anexo técnico.

o de ratificación, aceptación, 
indi ente, indicando expresamente

5. toda denuncia efectuada con arreglo al Artículo XV, y
6. toda declaración efectuada con arreglo al párrafo 2 del artículo XI.

Artículo 5IV
1. Todo Estado Parte podrá denunciar 

notificación por escrito dirigida a la De
2. La denuncia surtirá efecto ciento o< 

en que la Depositaría reciba la notificación.
En testimonio de lo cual los plenipotenciarios que suscriben, 

debidamente autorizados por sus Gobiernos para hacerlo, firman el 
presente Convenio.

Hecho en Montreal, el día primero 
noventa y uno, en un original, integrado por cinco textos auténticos en los 
idiomas español, francés, inglés, ruso y

el presente Convenio mediante 
¡positaria.
chenta días después de la fecha

de marzo de mil novecientos

árabe.
TECHNICAL ANNEX

OSIVES

shall not be considered to be 
>e held or used for the purposes

ted quantities solely for use in 
or testing of new or modified

PART 1: DESCRIPTION OF EXPL'
I. The explosives referred to in paragraph 1 of Arríele 1 of this 

Convention are those that:
a) Are formulated with one or more high explosives which in their puré 

form have a vapour pressure less than 10-4 Pa at a temperature of 25°C;
b) Are formulated with a binder material, and
c) Are, as a mixture, malleable or flexible at normal room temperature.
II. The following explosives, even though meeting the description of 

explosives in paragraph I of this Parí, 
explosives as long as they continué to b 
specified below or remain incorporated as there specified, namely those 
explosives that:

a) Are manufacturad, or held, in limr 
duly authorized research development 
explosives;

b) Are manufacturad, or held, in limited quantities solely for use in 
duly authorized training in explosives detection and/or development or 
testing of explosives detection equipment;

c) Are manufacturad, or held, in linjited quantities solely for duly 
authorized forensic science purposes, or

d) Are destined to be and are incorporated as an integral part of duly 
authorized military devices in the territory of the producer State within 
three years after the coming into forcé of this Convention in respect of that 
State. Such devices produced in this period of three years shall be deemed 
to be duly authorized military devices within paragraph 4 of Arríele IV 
of this Convention.

III. In this Part:

according to the laws and regulations of
“High explosives” inelude but are 

methylenetetranitramine (HMX), pentaerythritol tetranitrate (PETN) 
and cyclotrimethylenetrinitramine (RDX).

PART 2: DETECTION AGENTS
A detection agent is any one of those substances set out in the 

following Table. Detection agents described in this Table are intended to 
be used to enhance the detectability of explosives by vapour detection 
means. In each case, the introduction 
explosive shall be done in such a manner as to achieve homogeneous 
distribution in the finished product. The mínimum concentration of a 
detection agent in the finished product ai 
be as shown in the said Table.

Duly authorized” in paragraph II a), b) and c) means permitted 
the State Party concemed, and 
not restricted to cyclotetra-

of a detection agent into an

the time of manufacture shall
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Table

Molecular
Ñame of detection agent

Molecular Mínimum
formula weight concentration

C2H4(N°3)2 152 0.2% by mass

c6h12(N02)2 1760 0.1% by mass

C7H7NO2 137 0.5% by mass

c,h7no2 137 0.5% by mass

2,3-Dimethyl-2,3-dinitrobutane

Ethylene glycol dinitrate (EGDN

(])MNB)

para-Mononitrotoluene (p-MNT)

ortho-Mononitrotoluene (o-MNT

Any explosive which, 
any of the designated del 
concentration level shajl

RM LA MARCACION DE EXPLOSIVOS
P
Nhontreal el 1° de marzo de 1991

as a result of its normal formulation, contains 
tí ction agents at or above the required mínimum 

be deemed to be marked.
1-7 t * * k a a rinxT tat? rvnr non/nc

ARA LOS FINES DE DETECCION
CONVENIO SOB

PLASTICOS
hecho en

Es copia fiel y auténtica.
Dirección de Asuntos
ORGANIZACION Dfc AVIACION CIVIL INTERNACIONAL 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO 
PRESO

eriero de 2002

Jurídicos.

iNCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 3 de 
Aprobado. Sométas 3

Nacional para los efecfpi

El Ministro de Relapi<

a la consideración del honorable Congreso 
s Constitucionales.

ANDRES PASTRANA ARANGO
i >nes Exteriores,

Guillermo Fernández De Soto.
DECRETA:

Artículo Io. Apruéb^sf el Convenio sobre la marcación de explosivos 
plásticos para los fines ii detección, hecho en Montreal, el primero (Io) 
de marzo de mil novecie ítos noventa y uno (1991).

Artículo 2o. De conf< r nidad con lo dispuesto en el artículo Io de la Ley 
7a de 1944, el Convenio s obre la marcación de explosivos plásticos para 
los fines de detección, I ho en Montreal, el primero (1 °) de marzo de mil 
novecientos noventa y u ío(1991), e esta ley se
aprueba, obligará al país 
vínculo internacional res tecto del mismo.

e ley rige a partir de la fecha de su publicación.

a partir de la fecha en que se perfeccione el

Artículo 3o. La presan 
Dada en Bogotá, D. a los ...

oí íes Exteriores, encargada de las funciones del 
d; Relaciones Exteriores.

C
Presentado al hono|ra >le Congreso de la República por la suscrita 

Viceministra de Relaci
Despacho del Ministro

La Viceministra de Re laciones Exteriores, encargada de las funciones 
del Despacho del Minist o de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.
EXP< )SICION DE MOTIVOS

Honorables Senado re i y Representantes:
En nombre del Gobii 

150, numeral 16 y 1!
ffio Nacional y en cumplimiento de los artículos 

, numeral 2 de la Constitución Política de 
Colombia, presentamos a consideración del honorable Congreso de la 

e ley por medio de la cual se aprueba el Convenio 
e. 'plosivas plásticos para los fines de detección, 
rimero ( Io) de marzo de mil novecientos noventa 

República el Proyecto 
sobre la marcación de < 
hecho en Montreal, el pi 
y uno (1991).

El Convenio de 199 está dirigido de manera específica a establecer 
jara la marcación de los explosivos comúnmente

conocidos como “exp 
manera fácil su presea

1
un régimen internacional

o ivos plásticos”, que permitan detectar de una 
c

prevenir los actos terrori stas orientados a la destrucción de aeronaves y 
funcionamiento ordenado de la aviación civil

a, lo cual contribuirá de modo significativo a

a la perturbación del 
internacional.

El Convenio se negoció bajo los auspicios del Consejo de la OACI 
acogiendo una sugerencia formulada por los órganos de las Naciones 
Unidas, en particular el Consejo de Seguridad (Resolución 635 del 14 de 
junio de 1989) y la Asamblea General (Resolución 44/29 del 4 de 
diciembre de 1989).

A diferencia de otros Convenios relacionados con la seguridad de la 
aviación civil internacional1, el Convenio de 1991 no constituye un 
instrumento jurídico dirigido a la represión y castigo de actos de terrorismo 
que constituyen delitos, sino que más bien busca la prevención de los 
mismos, la cual se deberá lograr mediante la detección oportuna de las 
sustancias explosivas con las cuales frecuentemente se cometen tales 
actos, como suelen ser, por ejemplo, el Semptex y el C4.

1 Los siguientes instrumentos internacionales tocan aspectos relacionados con la 
seguridad de la aviación civil internacional:

a) Convenio de Tokio de 1963 “Sobre las infracciones y otros actos cometidos a
bordo de aeronaves”. Fue adoptado mediante la Ley 14 de 1972 y rige para 
Colombia a partir de 1972;

b) El Convenio de La Haya de 1970 “Para la represión del apoderamiento ilícito
de aeronaves”. Fue adoptado mediante la Ley 14 de 1972 y rige para Colombia a 
partir de 1972;

c) Convenio de Montreal de 1971 “Para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil”. Fue adoptado mediante la Ley 4a de 1974 y rige para 
Colombia a partir de 1974;

d) El Protocolo de Montreal de 1988 o “Protocolo para la represión de actos ilícitos
de violencia en los aeropuertos que presten servicio a la aviación civil 
internacional”, el cual, también, se presenta a la consideración del Honorable 
Congreso.

Se pretende entonces, establecer un régimen internacional para la 
marcación de los explosivos plásticos, fundamentado en unas obligaciones 
puntuales para los Estados en materia de fabricación y tráfico 
transfronterizo de explosivos de este tipo.

El Convenio consta de quince (15) artículos, de los cuales únicamente 
los cuatro primeros son de carácter verdaderamente sustantivo y un 
Anexo Técnico, el cual forma parte integrante del Convenio de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo X.

En el artículo I se consagran las definiciones técnicas de los principales 
términos utilizados a través del Convenio, tales como “explosivos”, 
“Agente de Detección”, “Marcación”, “Fabricación”, “Artefactos 
Militares Debidamente Utilizados” y “Estado Productor”.

Vienen luego las dos disposiciones cardinales del Convenio que son 
los artículos II y III. En el primero de estos se consagra la obligación 
genera] para los Estados partes de adoptar todas las medidas que sean 
necesarias para prohibir e impedir la fabricación en su territorio de 
explosivos plásticos sin marcar.

Como complemento, en virtud del artículo III, cada Estado parte se 
compromete a adoptar medidas para prohibir e impedir la entrada o salida 
respecto de su territorio de explosivos plásticos sin marcar. Es importante 
resaltar que el mismo artículo III contiene la única excepción al principio 
allí contenido, consistente en que la prohibición no aplicará a explosivos 
plásticos sin marcar en poder de las autoridades militares o de policía de 
un Estado Parte.

En el artículo IV se establece un régimen detallado relativo a las 
existencias previas de explosivos plásticos sin marcar, es decir aquellos 
que se hayan fabricado o introducido al país antes de que éste se vincule 
al Convenio. En general, las opciones que el Convenio establece respecto 
de estos explosivos son las de destruirlos, consumirlos con fines 
compatibles con el Convenio, marcarlos o transformarlos en sustancias 
inertes.

El Convenio establece también un mecanismo de seguimiento, 
denominado “Comisión Técnica Internacional sobre Explosivos”, 
organizada e integrada por el Consejo de la OACI. En los artículos V y 
VI se regula todo lo atinente a las funciones y tareas que se le asignan a 
esta Comisión, las cuales consisten básicamente en evaluar de manera 
permanente la evolución técnica en materia de fabricación, marcación y 
detección de explosivos plásticos y participar en calidad de órgano asesor 
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en el proceso de enmiendas o revisiones del Anexo Técnico, de 
conformidad con lo establecido en el artículo VII.

Los artículos VIII y IX también se refieren de manera colateral al 
tema del cumplimiento del Convenio. Se estipula en el primero de 
estos el compromiso de los Estados de mantener informado al 
Consejo y a los restantes Estados sobre todas las medidas que tomen 
para darle cumplimiento al Convenio y en el segundo, la posibilidad 
de que el Consejo suministre asistencia técnica en relación con 
adelantos técnicos en materia de marcación y detección de explosivos.

En los restantes artículos (IV a IX) se incluyen las cláusulas 
finales que se acostumbra en los tratados multilaterales, las cuales 
regulan lo relativo a la solución de controversias, las reservas, la 
firma del protocolo, su ratificación o adhesión, su entrada en vigor, 
su denuncia y las funciones del depositario.

El interés de la Aviación Civil en este Convenio es grande ya que 
son precisamente esta clase de explosivos los que han sido utilizados 
con frecuencia en los atentados contra aeronaves. Recordemos el 
avión de Panam, que hacía el vuelo 103 entre Frankfurt y Londres 
el 21 de diciembre de 1988, el cual fue destruido sobre el cielo de 
Lockerbie, Irlanda, mediante la utilización de un explosivo plástico 
denominado Semptex y dejó como saldo la muerte de 260 personas 
y la destrucción total de la aeronave. Con este mismo tipo de 
explosivo también fue destruida la aeronave de UTA que realizaba 
el vuelo entre el Congo y París el 19 de septiembre de 1989 dejando 
como saldo 171 muertos e igualmente la destrucción total de la 
aeronave.

Y finalmente, aunque resulte lamentable recordarlo, la aeronave 
HK-1803 de Avianca que cubría la ruta Bogotá-Cali el 27 de 
noviembre de 1989 fue destruida mediante la utilización de explosivo 
plástico dejando como saldo 107 muertos y la destrucción total de 
la aeronave.

Este último hecho, por sí solo, hace imperiosa la aprobación del 
Convenio por parte de Colombia, máxime si tenemos en cuenta que 
nuestro país no fabrica estos explosivos pero sí resulta severamente 
afectado por el comercio ilícito de los mismos. Vale la pena resaltar 
que este Convenio entró en vigencia el 21 de junio de 1998, para los 
75 Estados que lo han adoptado.

Consideraciones finales
El Convenio que se somete ahora a consideración del Congreso 

de la República constituye un valioso instrumento jurídico adoptado 
por la Comunidad Internacional en el marco de la lucha contra el 
terrorismo, en la faceta de ese odioso fenómeno que se refiere al 
empleo de explosivos plásticos contra la aviación civil internacional.

Por lo tanto, es apenas entendióle que, luego de los sucesos del 11 
de septiembre de 2001, tanto la Asamblea General como el Consejo 
de Seguridad de las Naciones Unidas hayan insistido con vehemencia 
en la necesidad de que todos los Estados se hagan partes de los 
diferentes Tratados sobre terrorismo existentes, entre los cuales 
figura el instrumento objeto del presente proyecto de ley.

El Gobierno Nacional ha decidido someterlos en esta ocasión al 
Organo Legislativo para su aprobación, como parte de las medidas 
que debe tomar el Estado colombiano para sumarse a la campaña 
mundial de combate frontal al fenómeno del terrorismo internacional, 
en el marco de la Resolución 1373 de 2001 del Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas.

El Gobierno confía en que este importante instrumento contará 
con la aprobación de las honorables Cámaras Legislativas, de 
manera que en un futuro cercano nuestro país esté en capacidad de 
convertirse en parte en los mismos.

Por las razones expuestas, el Gobierno, a través de la Viceministra 
de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del Despacho 
del Ministro de Relaciones Exteriores, solicita al honorable Congreso 
Nacional que apruebe el Convenio sobre la marcación de explosivos 

plásticos para los fines de detección,
(l}de marzo de mil novecientos nov

De los honorables Congresistas,
La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones 

del Despacho del Ministro de Relacion<

hecho en Montreal, el primero 
enta y uno (1991).

es Exteriores,
Clemencia Forero Ucrós.

1998

•rimeros treinta días calendario 
se inicia cada 20 de julio, un

ionales vigentes suscritos por

LEY 424 DE
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1 °. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará 
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de 
Senado y Cámara, y dentro de los p 
posteriores al período legislativo que 
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y 
desarrollando los Convenios Internací 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2o. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales di 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3o. El texto completo de la presente ley se incorporará como 
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Congreso.

Artículo 4o. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

e su competencia y requerir la

presente a consideración del

El Secretario General del honorable
Amylkar Acosta Medina. 

Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
SENADO DE LA REPUBLICA - SECRETARIA

LeyesTramitación de
Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir 

de 2002 Senado, por medio de la cual se ¡ 
marcación de explosivos plásticos para l is fines de detección ”, hecho en 
Montreal, el primero (Io) de marzo de mil novecientos noventa y uno 
(1991), me permito pasar a su Despacho 
iniciativa que fue presentada en el día de
La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es competencia de 
la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con 
las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,

el Proyecto de ley número 222 
aprueba el “Convenio sobre la

el expediente de la mencionada 
; hoy ante la Secretaría General.

Luis Francisco Boada G.
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PRESIDEN
—I--------------------------------------------
31A DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA
nharzo de 2002

>n
repartido el proyecto ce

Bogotá, D. C., 19 de
De conformidad co el informe de Secretaría General, dese por 

ley de la referencia a la Comisión Segunda 
;e copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
o en la Gaceta del Congreso.

Constitucional y envíes
fin de que sea publicad 

Cúmplase.
El Presidente del ho i arable Senado de la República,

El Secretario General
Carlos García Orjuela.

il peí honorable Senado de la República (E.),
Luis Francisco Boada G.

* * *
L EY NUMERO 223 DE 2002 SENADO

ta'
ón

PROYECTO DE
por medio de la c¡ ó 

para la Repres.
adoptado por la as imblea General de las Naciones Unidas 

el nueve (9) de diciem
E

Visto el texto del “Ccjnvenio Internacional para la Represión de la 
Financiación del Terrori
Naciones Unidas el nuev : (9) de diciembre de mil novecientos noventa 
y nueve (1999)”, que a

(Para ser transcrito 
Instrumento Intemaciotia I mencionado).

«CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESION 

DE LA FIN

se aprueba el “Convenio Internacional 
de la Financiación del Terrorismo ”,

:>r; de mil novecientos noventa y nueve (1999). 
C ongreso de la República

i$ mo, adoptado por la Asamblea General de las

lí letra dice:
: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del

AjNCIACION DEL TERRORISMO
Preámbulo

el presente Convenioer
los propósitos y principios de la Carta de las 

IV' ts al mantenimiento de la paz y la seguridad

Los Estados Partes
Teniendo presentes

Naciones Unidas relat 
internacionales y al fomento de las relaciones de amistad y buena
vecindad y la cooperació i entre los Estados,

Profundamente Pre.K upados por el hecho de que se intensifican en 
todo el mundo los atentados terroristas en todas sus formas y 
manifestaciones,

Recordando la Dec
Naciones Unidas con:
General, de 24 de octubr: de 1995,

Recordando también t
General sobre la cuesti/ 
de 1994, y su anexo so'

ja'ación con motivo del cincuentenario de las 
:ei ida en la Resolución 50/6 de la Asamblea

»das las resoluciones pertinentes de la Asamblea 
incluida la resolución 49/60, de 9 de diciembre 
la Declaración sobre medidas para eliminar el 

m la que los Estados Miembros de las Naciones

on 
'brt 

terrorismo internacional,
solemnemente que condenaban en términos 

actos, métodos y prácticas terroristas por 
j injustificables, dondequiera y quienquiera los

Unidas reafirmaron 
inequívocos todos lol¡ 
considerarlos criminales 
cometiera, incluidos los c|ae pusieran en peligro las relaciones de amistad 
entre los Estados y los 
seguridad de los Estadios.

Observando que er.
terrorismo internacional s i alentaba además a los Estados a que examinaran 
con urgencia el alcance 
vigentes sobre prevenci >n, represión y eliminación del terrorismo en 
todas sus formas y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un 
marco jurídico global qr e abarcara todos los aspectos de la cuestión,

Recordando la Resóh|ción 51/210 de la Asamblea General, de 17 de 
diciembre de 1996, en 
todos los Estados a que 
mediante medidas inte in is apropiadas, la financiación de terroristas y de 
organizaciones terrorist 
indirecta, por conduelo

s

iu íblos y amenazaran la integridad territorial y la

la Declaración sobre medidas para eliminar el

de las disposiciones jurídicas internacionales

c xyo párrafo 3, inciso f), la Asamblea exhortó a 
a ioptaran medidas para prevenir y contrarrestar,

is, ya sea que se hiciera en forma directa o 
Je organizaciones que tuvieran además o que

proclamaran tener objetivos caritativos, sociales o culturales, o que 
realizaran también actividades ilícitas, como el tráfico ilegal de armas, la 
venta de estupefacientes y las asociaciones ilícitas, incluida la explotación 
de personas a fin de financiar actividades terroristas, y en particular a que 
consideraran, en su caso, la adopción de medidas reguladoras para 
prevenir y contrarrestar los movimientos de fondos que se sospechara se 
hicieran con fines terroristas, sin impedir en modo alguno la libertad de 
los movimientos legítimos de capitales, y que intensificaran el intercambio 
de información acerca de los movimientos internacionales de ese tipo de 
fondos,

Recordando asimismo la Resolución 52/165 de la Asamblea General, 
de 15 de diciembre de 1997, en la que la Asamblea invitó a los Estados 
a que consideraran, en particular, la posibilidad de aplicar las medidas 
que figuraban en los incisos a) a f) del párrafo 3o de su Resolución 51/210, 
de 17 de diciembre de 1996,

Recordando además la Resolución 53/108 de la Asamblea General, de 
8 de diciembre de 1998, en la que la Asamblea decidió que el Comité 
Especial establecido en virtud de su resolución 51 /210, de 17 de diciembre 
de 1996, elaborara un proyecto de convenio internacional para la represión 
de la financiación del terrorismo que complementara los instrumentos 
internacionales conexos existentes,

Considerando que la financiación del terrorismo es motivo de profunda 
preocupación para toda la comunidad internacional,

Observando, que el número y la gravedad de los actos de terrorismo 
internacional dependen de la financiación que pueden obtener los 
terroristas,

Observando igualmente que los instrumentos jurídicos multilaterales 
vigentes no se refieren explícitamente a la financiación del terrorismo,

Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la 
cooperación internacional entre los Estados con miras a elaborar y 
adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir la financiación del 
terrorismo, así como para reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el 
castigo de sus autores,

Han acordado lo siguiente:
Artículo Io

A los efectos del presente convenio:
1. Por “fondos” se entenderá los bienes de cualquier tipo, tangibles o 

intangibles, muebles o inmuebles, con independencia de cómo se hubieran 
obtenido, y los documentos o instrumentos legales, sea cual fuere su 
forma, incluida la forma electrónica o digital, que acrediten la propiedad 
u otros derechos sobre dichos bienes, incluidos, sin que la enumeración 
sea exhaustiva, créditos bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, 
giros, acciones, títulos, obligaciones, letras de cambio y cartas de crédito.

2. Por “institución gubernamental o pública” se entenderá toda 
instalación o vehículo de carácter permanente o temporario utilizado u 
ocupado por representantes de un Estado, funcionarios del poder ejecutivo, 
el poder legislativo o la administración de justicia, empleados o 
funcionarios de un Estado u otra autoridad o entidad pública o fúncionarios 
o empleados de una organización intergubernamental, en el desempeño 
de sus funciones oficiales.

3. Por “producto” se entenderá cualesquiera fondos procedentes u 
obtenidos, directa o indirectamente, de la comisión de un delito enunciado 
en el artículo 2o.

Artículo 2o
1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el 

medio que fuere, directa o indirectamente, ilícita y deliberadamente, 
provea o recolecte fondos con la intención de que se utilicen, o a 
sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer:

a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno 
de los tratados enumerados en el anexo y tal como esté definido en ese 
tratado;

b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones 
corporales graves a un civil o a cualquier otra persona que no participe



GACETA DEL CONGRESO 78 Jueves 4 de abril de 2002 Página 7

directamente en las hostilidades en una situación de conflicto armado, 
cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea 
intimidar a una población u obligar a un gobierno o a una organización 
internacional a realizar un acto o a abstenerse de hacerlo.

2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión al presente Convenio, un Estado que no sea parte en alguno 
de los tratados enumerados en el anexo podrá declarar que, en la 
aplicación de! presente Convenio a ese Estado Parte, el tratado no se 
considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo 
1 °. La declaración quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en 
vigor para el Estado Parte que notificará este hecho al depositario.

b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados 
enumerados en el anexo, podrá efectuar una declaración respecto de ese 
tratado con arreglo a lo previsto en el presente artículo.

3. Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1 °, no 
será necesario que los fondos se hayan usado efectivamente para cometer 
un delito mencionado en los apartados a) o b) del párrafo Io.

4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito 
enunciado en el párrafo Io del presente artículo.

5. Comete igualmente un delito quien:
a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en 

los párrafos Io ó 4o del presente artículo;
b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos Io o 4o 

del presente artículo o dé órdenes a otros de cometerlo;
c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en 

los párrafos Io ó 4o del presente artículo por un grupo de personas que 
actúe con un propósito común. La contribución deberá ser intencionada 
y hacerse:

i) Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines 
delictivos del grupo, cuando esa actividad o esos fines impliquen la 
comisión de un delito enunciado en el párrafo Io del presente artículo; o

ii) Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un 
delito enunciado en el párrafo Io del presente artículo.

Artículo 3o

El presente Convenio no será aplicable cuando el delito se haya 
cometido en un solo Estado, el presunto delincuente sea nacional de ese 
Estado y se encuentre en el territorio de ese Estado y ningún otro Estado esté 
facultado para ejercer lajurisdicción con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 
1 ° ó 2o del artículo 7o, con la excepción de que serán aplicables a esos casos, 
cuando corresponda, las disposiciones de los artículos 12 a 18.

Artículo 4o

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para:
a) Tipificar como infracción penal, con arreglo a su legislación 

interna, los delitos enunciados en el artículo 2o;
b) Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en 

cuenta su carácter grave.
Artículo 5o

1. Cada Estado Parte, de conformidad con sus principios jurídicos 
internos, adoptará las medidas necesarias para que pueda establecerse la 
responsabilidad de una entidad jurídica ubicada en su territorio o 
constituida con arreglo a su legislación, cuando una persona responsable 
de su dirección o control cometa, en esa calidad, un delito enunciado en 
el artículo 2. Esa responsabilidad podrá ser penal, civil o administrativa.

Artículo 6o

Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, 
incluida, cuando proceda, la adopción de legislación interna, para asegurar 
que los actos criminales comprendidos i jn el ámbito del presente Convenio 
no puedan justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de 
índole política, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra 
similar.

del delito;

delito de los mencionados en los

tenido ese resultado;
delito de los mencionados en los

del artículo 2o, en un intento de

aceptar o aprobar el presente

Artículo 7°

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para 
establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el artículo 
2o cuando estos sean cometidos:

a) En el territorio de ese Estado;
b) A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de 

una aeronave matriculada de conformidad con la legislación de ese 
Estado en el momento de la comisión

c) Por un nacional de ese Estado.
2. Cada Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto 

de cualquiera de tales delitos cuando sean cometidos:
a) Con el propósito de perpetrar un

apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 2 en el territorio de ese Estado 
o contra uno de sus nacionales o haya

b) Con el propósito de perpetrar un 
apartados a) o b) del párrafo Io del artículo 2o contra una instalación
gubernamental de ese Estado en el extranjero, incluso un local diplomático 
o consular de ese Estado, o haya tenido ese resultado;

c) Con el propósito o el resultado de cometer un delito de los indicados 
en los apartados a) o b) del párrafo Io
obligar a ese Estado a realizar o abstenerse de realizar un determinado 
acto;

d) Por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese 
Estado;

e) A bordo de una aeronave que sea explotada por el Gobierno de ese 
Estado.

3. Cada Estado Parte, al ratificar,
Convenio o adherirse a él, notificará al Secretario General de las 
Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción de conformidad con 
su legislación nacional con arreglo al párrafo 2o. El Estado Parte de que 
se trate notificará inmediatamente al Secretario General los cambios que 
se produzcan.

4. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que resulten 
necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos enunciados 
en el artículo 2o en los casos en que el presunto autor del delito se halle 
en su territorio y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con 
los párrafos Io ó 2o del presente artícu

5. Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción respecto de 
uno de los delitos mencionados en el 
interesados procurarán coordinar sus acciones de manera apropiada, en 
particular respecto de las condiciones para enjuiciar y de las modalidades 
de la asistencia judicial recíproca.

6. Sin perjuicio de las normas generales de derecho internacional, el 
presente Convenio no excluye el ejercicio de ninguna jurisdicción penal 
establecida por un Estado Parte de conformidad con su legislación 
nacional.

o.

artículo 2o, los Estados Partes

2. Se incurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad 
penal de las personas físicas que hayan cometido los delitos.

3. Cada Estado Parte velará en particular por que las entidades 
jurídicas responsables de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 ° 
estén sujetas a sanciones penales, civiles o administrativas eficaces, 
proporcionadas y disuasorias. Tales sanciones podrán incluir sanciones 
de carácter monetario.

Artículo 8o

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, de
conformidad con sus principios jurídicos internos, para la identificación, 
la detección y el aseguramiento o la incautación de todos los fondos
utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en el artículo 2o, 
así como el producto obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible 
decomiso.
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í doptará, de conformidad con sus principios 
ed das que resulten necesarias para el decomiso

2. Cada Estado Parte 
jurídicos internos, las mi 
de los fondos utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en 
el artículo 2o y del producto obtenido de esos delitos.

3. Cada Estado Parte interesado podrá considerar la posibilidad de 
concertar acuerdos para compartir con otros Estados Partes, por norma 
general o en cada caso, los fondos procedentes de los decomisos previstos
en el presente artículo.

4. Cada Estado Parte considerará el establecimiento de mecanismos 
mediante los cuales los f indos procedentes de los decomisos previstos en 
el presente artículo se uti

los incisos a) o b) del párrafo Io del artículo 2
: licen para indemnizar a las víctimas de los

Odelitos mencionados en 
o de sus familiares.

5. La aplicación de la} í isposiciones del presente artículo se efectuará 
sin perjuicio de los derechos de los terceros de buena fe.

Artículo 9o
u| reciba información que indique que en su 

e el culpable o presunto culpable de un delito 
2Q tomará inmediatamente las medidas que sean

en esa información.
cuyo territorio se encuentre el delincuente o 
estima que las circunstancias lo justifican,

a de esa persona a efectos de su enj uiciamiento

1. El Estado Parte q 
territorio puede encontrars 
enunciado en el artículo 
necesarias de conformidad con una legislación nacional para investigar 
los hechos comprendidos

2. El Estado Parte e|n 
presunto delincuente, si 
tomará las medidas que éo[respondan conforme a su legislación nacional 
a fin de asegurar la prese ic i¡ 
o extradición.

3. Toda persona respect > de la cual se adopten las medidas mencionadas 
en el párrafo 2o tendrá de <

a) Ponerse sin demorí 
próximo que correspond i del Estado del que sea nacional o al que 
competa por otras razone! 
trata de un apátrida, del E stado en cuyo territorio resida habitualmente;

b) Ser visitada por un
O!

echo a:
en comunicación con el representante más

proteger los derechos de esa persona o, si se

■epresentante de dicho Estado;
derechos previstos en los apartados a) y b) del

eyes y los reglamentos del Estado en cuyo

indicados en el párrafo 3 del presente artículo.

Parte que, con arreglo al apartado b) del párrafo 
párrafo 2o del artículo 7o, pueda hacer valer su 
Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse 
presunto delincuente y visitarlo.

c) Ser informada de 
presente párrafo.

4. Los derechos a que s; hace referencia en el párrafo 3o se ejercitarán 
de conformidad con las
territorio se halle el delin mente o presunto delincuente, a condición de 
que esas leyes y esos regí; mentos permitan que se cumpla plenamente el 
propósito de los derechos

5. Lo dispuesto en los párrafos 3o y 4o se entenderá sin perjuicio del 
derecho de todo Estado
1 ° o al apartado b) del 
jurisdicción a invitar al 
en comunicación con e

6. El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una 
persona notificará inmei 
la justifiquen, a los Este d<bs Partes que hayan establecido su jurisdicción 
de conformidad con los 
oportuno, a los demás 

dijatamente la detención y las circunstancias que 
K ■ . ' . " _ ............

irrafos 10 o 2o del artículo 7o y, si lo considera
E stados Partes interesados, directamente o por 

intermedio del Secretario
pi

General de las Naciones Unidas. El Estado que 
•n prevista en el párrafo Io del presente artículo 
de los resultados de ésta a los Estados Partes

proceda a la investigac • 
informará sin dilación 
mencionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción.

Artículo 10

sea aplicable el artículo 7o, el Estado Parte en1. En los casos en que 
cuyo territorio se encuier tre el presunto delincuente, si no procede a su 
extradición, estará obligado a someter sin demora indebida el caso a sus 
autoridades compete 
procedimiento previstó 

ntes a efectos de enjuiciamiento, según el 
(n la legislación de ese Estado, sin excepción 

alguna y con independen ña de que el delito haya sido o no cometido en 
su territorio. Dichas aut iridades tomarán su decisión en las mismas

condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave 
de acuerdo con el derecho de tal Estado.

2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la 
extradición de uno de sus nacionales o entregarlo de otro modo sólo a 
condición de que sea devuelto a ese Estado para cumplir la condena que 
le sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió 
su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición 
están de acuerdo con esa opción y las demás condiciones que consideren 
apropiadas, dicha extradición o entrega condicional será suficiente para 
cumplir la obligación enunciada en el párrafo Io.

Artículo 11

1. Los delitos enunciados en el artículo 2o se considerarán incluidos 
entre los que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición 
concertado entre Estados Partes con anterioridad a la entrada en vigor del 
presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales 
delitos como casos de extradición en todo tratado sobre la materia que 
concierten posteriormente entre sí.

2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia 
de un tratado reciba de otro Estado Parte, con el que no tenga concertado 
un tratado, una solicitud de extradición, podrá, a su elección, considerar 
el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición 
con respecto a los delitos previstos en el artículo 2o. La extradición estará 
sujeta a las demás condiciones exigidas por la legislación al que se ha 
hecho la solicitud.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán los delitos enunciados en el artículo 2o como 
casos de extradición entre ellos, con sujeción a las condiciones exigidas 
por la legislación del Estado al que se haga la solicitud.

4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes 
se considerará que los delitos enunciados en el artículo 2 se han cometido 
no sólo en el lugar en que se perpetraron sino también en el territorio de 
los Estados que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los 
párrafos Io y 2o del artículo 7o.

5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre 
Estados Partes con respecto a los delitos enumerados en el artículo 2o se 
considerarán modificadas entre esos Estados Partes en la medida en que 
sean incompatibles con el presente convenio.

Artículo 12

1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en 
relación con cualquier investigación, proceso penal o procedimiento de 
extradición que se inicie con respecto a los delitos enunciados en el 
artículo 2o, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas 
necesarias para el proceso que obren en su poder.

2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia 
judicial recíproca al amparo del secreto bancario.

3. El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información 
o prueba que reciba del Estado Parte requerido para investigaciones, 
enjuiciamientos o causas distintos de los consignados en la petición, sin 
la previa autorización del Estado Parte requerido.

4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer 
mecanismos para compartir con otros Estados Partes la información o las 
pruebas necesarias a fin de establecer la responsabilidad penal, civil o 
administrativa en aplicación del artículo 5o.

5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en 
virtud de los párrafos 1 y 2 de conformidad con los tratados u otros 
acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan entre ellos. En 
ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán 
dicha asistencia de conformidad con su legislación nacional.

Artículo 13
Ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2 se podrá considerar, 

a los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, como 
delito fiscal. En consecuencia, los Estados Partes no podrán invocar 
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como único motivo el carácter fiscal del delito para rechazar una solicitud 
de asistencia judicial recíproca o de extradición.

Artículo 14

A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, 
ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2o se considerará delito 
político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en motivos 
políticos. En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de 
extradición o de asistencia judicial recíproca formulada en relación con 
un delito de ese carácter por la única razón de que se refiere a un delito 
político, un delito conexo a un delito político o un delito inspirado en 
motivos políticos.

Artículo 15

Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el 
sentido de que imponga una obligación de extraditar o de prestar 
asistencia judicial recíproca si el Estado Parte al que se presenta la 
solicitud tiene motivos fundados para creer que la solicitud de extradición 
por los delitos enunciados en el artículo 2o o de asistencia judicial 
recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con el fin de 
enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento de 
lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por cualquiera 
de esos motivos.

Artículo 16

1. La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en 
el territorio de un Estado Parte y cuya presencia se solicita en otro Estado 
Parte para fines de prestar testimonio o de identificación para que ayude 
a obtener pruebas necesarias para la investigación o el enjuiciamiento de 
delitos enunciados en el artículo 2o podrá ser trasladada si se cumplen las 
condiciones siguientes:

a) Da una vez informada, su consentimiento de manera libre;
b) Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, 

con sujeción a las condiciones que consideren apropiadas.
2. A los efectos del presente artículo:
a) El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y 

obligado a mantenerla detenida, salvo que el Estado desde el que fue 
trasladada solicite o autorice otra cosa;

b) El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su 
obligación de devolverla a la custodia del Estado desde el que fue 
trasladada según convengan de antemano o de otro modo las autoridades 
competentes de ambos Estados;

c) El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado 
desde el que fue trasladada que inicie procedimientos de extradición para 
su devolución;

d) Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la 
persona en el Estado al que ha sido trasladada a los efectos de descontarlo 
de la pena que ha de cumplir en el Estado desde el que haya sido 
trasladada.

3. A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una 
persona de conformidad con el presente artículo esté de acuerdo, dicha 
persona, cualquiera sea su nacionalidad, no podrá ser procesada, detenida 
ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en el 
territorio del Estado al que sea trasladada en relación con actos o 
condenas anteriores a su salida del territorio del Estado desde el que fue 
trasladada.

Artículo 17

Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte 
cualquier medida o sea encausada con arreglo al presente convenio 
gozará de un trato equitativo, incluido el goce de todos los derechos y 
garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio 
se encuentre y con las disposiciones pertinentes del derecho internacional, 
incluido el derecho internacional en materia de derechos humanos.

18

en la prevención de los delitos 
todas las medidas practicables,

os territorios la comisión de esos 
•s, incluidas:

[ue se sospeche provengan de una 
Estados Partes considerarán:

ni puedan ser identificados, así

impongan a las instituciones 
con prontitud a las autoridades 

de magnitud inusual y todas las

mor de asumir responsabilidad

Artículo
1. Los Estados Partes cooperarán 

enunciados en el artículo 2, tomando 
entre otras, adaptando, de ser necesario, su legislación nacional para 
impedir que se prepare en sus respectivi 
delitos tanto dentro como fuera de ello:

a) Medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de 
personas y organizaciones que promuevan, instiguen, organicen o cometan 
a sabiendas los delitos enunciados en |1 artículo 2o;

b) Medidas que exijan que las instituciones financieras y otras 
profesiones que intervengan en las transacciones financieras utilicen las 
medidas más eficientes de que dispongan para la identificación de sus 
clientes habituales u ocasionales, así co no de los clientes en cuyo interés 
se abran cuentas, y presten atención especial a transacciones inusuales o 
sospechosas y reporten transacciones q 
actividad delictiva. A tales efectos, los

i) Adoptar reglamentaciones que prohíban la apertura de cuentas 
cuyos titulares o beneficiarios no estén 
como medidas para velar por que esas instituciones verifiquen la identidad 
de los titulares reales de esas transacciones;

ii) Con respecto a la identificación de personas jurídicas, exigir a las 
instituciones financieras que, cuando sea necesario, adopten medidas 
para verificar la existencia jurídica y la estructura del cliente mediante la 
obtención, de un registro público, del cliente o de ambos, de prueba de la 
constitución de la sociedad, incluida información sobre el nombre del 
cliente, su forma jurídica, su domicilio, sus directores y las disposiciones 
relativas a la facultad de la persona jurídica para contraer obligaciones;

iii) Adoptar reglamentaciones que 
financieras la obligación de reportar 
competentes toda transacción compleja, 
pautas inusuales de transacciones que no tengan, al parecer, una finalidad 
económica u obviamente lícita, sin te 
penal o civil por quebrantar alguna restricción en materia de divulgación 
de información, si reportan sus sospech

iv) Exigir a las instituciones financieras que conserven, por lo menos 
durante cinco años, todos los documentos necesarios sobre las 
transacciones efectuadas, tanto nacionales como internacionales.

2. Los Estados Partes cooperarán además en la prevención de los 
delitos enunciados en el artículo 2o con:

a) Adoptar medidas de supervisión, 
establecimiento de un sistema de licencias para todas las agencias de 
transferencia de dinero;

b) Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el transporte 
transfronterizo físico de dinero en efectivo e instrumentos negociables al 
portador, sujetas a salvaguardias estricta: 
adecuada de la información y sin que ello obstaculice en modo alguno la 
libre circulación de capitales.

3. Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la prevención de 
los delitos enunciados en el artículo 2o mediante el intercambio de 
información precisa y corroborada, de conformidad con las disposiciones 
de su legislación nacional, y la coordinación de medidas administrativas 
y de otra índole adoptadas, según proceda, para impedir que se cometan 
los delitos enunciados en el artículo 2o,

a) Establecer y mantener vías de comunicación entre sus organismos 
y servicios competentes a fin de facilitar 
de información sobre todos los aspectos 
artículo 2o;

b) Cooperar en la investigación de los delitos enunciados en el artículo 
2o en lo que respecta a:

i) La identidad, el paradero y las actividades de las personas con 
respecto a las cuales existen sospechas razonables de que participan en 
dichos delitos;

as de buena fe;

siderando:
que incluyan, por ejemplo el

s que garanticen una utilización

especialmente para:

el intercambio seguro y rápido 
de los delitos enunciados en el
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ii) El movimiento de 
delitos.

4. Los Estados Partes 
de la Organización Inte

fondos relacionados con la comisión de tales

; p< drán intercambiar información por intermedio 
:rn icional de Policía Criminal (Interpol).

Artículo 19

El Estado Parte en el qu e se entable una acción penal contra el presunto 
delincuente comunicará, de conformidad con su legislación nacional o 
sus procedimientos aplica! des, el resultado final de esa acción al Secretario 
General de las Naciones 
Estados Partes.

L nidas, quien transmitirá la información a otros

Artículo 20

a

Los Estados Partes cu nplirán las obligaciones que les incumben en 
virtud del presente Conve lio de manera compatible con los principios de 
la igualdad soberana, 
injerencia en los asuntos

integridad territorial de los Estados y la no 
ntemos de otros Estados.

Artículo 21

en el presente Convenio menoscabará los 
y las responsabilidades de los Estados y de las
echo internacional, en particular los propósitos

de la Carta de las Nació 
y otros convenios perti

Nada de lo dispueste 
derechos, las obligaciones 
personas con arreglo al de

»: le 5 Unidas, el derecho internacional humanitario 
ine ntes.

Artículo 22

;n el presente Convenio facultará a un EstadoNada de lo dispuestp
Parte para ejercer su juris dicción en el territorio de otro Estado Parte ni 
para realizar en él fiincio íes que estén exclusivamente reservadas a las 
autoridades de ese otro E dado Parte por su derecho interno.

Artículo 23

lendarse con la adición de tratados pertinentes

>articipación de todos los Estados;

ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
os Partes en el presente Convenio.

id<
;ta<

que el pr$s< nte Convenio haya entrado en vigor, un Estado 
>roponer ta

i’i(
enmienda. Toda propuesta de enmienda se 

por escrito. El depositario notificará a todos los

1. El anexo podrá enm
que:

a) Estén abiertos a la
b) Hayan entrado en vigor;
c) Hayan sido objeto

de por lo menos 22 Esi
2. Una vez»

Parte podrá proponer 
comunicará al deposita
Estados Partes las propíte stas que reúnan las condiciones indicadas en el 
párrafo 10 y solicitará sus opiniones respecto de si la enmienda propuesta 
debe aprobarse.

3. La enmienda prepuesta se considerará aprobada a menos que un 
tercio de los Estados P 
a más tardar 180 días de

4. La enmienda al an< xo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días 
después de que se haya

arfes objeten a ella mediante notificación escrita 
ipués de su distribución.

ratificación, aceptación
c epositado el vigésimo segundo instrumento de

d aprobación de esa enmienda para todos los 
an depositado ese instrumento. Para cada Estado

segundo instrumento, la enmienda entrará en

Estados Partes que hay
Parte que ratifique, acepte o apruebe la enmienda después de que se haya 
depositado el vigésimo
vigor a los 30 días despúés de que ese Estado Parte haya depositado su 
instrumento de ratificáci ón, aceptación o aprobación.

Artículo 24

jue surjan entre dos o más Estados Partes con1. Las controversias 
respecto a la interprete |fi 5n o aplicación del presente Convenio y que no 
puedan resolverse medií nte negociaciones dentro de un plazo razonable 
serán sometidas a arbitra 
meses contados a par|ir 

c< nsiguen ponerse de acuerdo sobre la forma de

e a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis 
de la fecha de presentación de la solicitud de

arbitraje las partes no
organizado, cualquier! < e ellas podrá someter la controversia a la Corte 
Internacional de Justicfi 
con el Estatuto de la <

i( ia mediante solicitud presentada de conformidad 
(fo te.

2. Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el 
presente Convenio o adherirse a él, podrá declarar que no se considera 
obligado por el párrafo 1 ° del presente artículo. Los demás Estados Partes 
no estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo Io respecto de ningún 
Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3. El Estado que haya formulado la reserva conforme a las disposiciones 
del párrafo 2o podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación 
al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 25

1. El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados 
desde el 10 de enero de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001 en la Sede 
de las Naciones Unidas en Nueva York.

2. El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o 
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación 
serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.

3. El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier 
Estado. Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26

1. El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que se deposite en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión.

2. Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o 
aprueben el Convenio o se adhieran a él después de que sea depositado 
el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 27

1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante 
notificación por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas.

2. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el 
Secretario General de las Naciones Unidas reciba la notificación.

Artículo 28

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, 
español francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará 
copias certificadas de él a todos los Estados.

En Testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos gobiernos, han firmado el presente Convenio, abierto 
a la firma en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el 10 de enero 
de 2000.

Anexo
1. Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, 

firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970.
2. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de 

la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.
3. Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra 

personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes 
diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
el 14 de diciembre de 1973.

4. Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979.

5. Convención sobre la protección física de los materiales nucleares, 
aprobada en Viena el 3 de marzo de 1980.

6. Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los 
aeropuertos que presten servicios a la aviación civil internacional, 
complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
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seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 
1988.

7. Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de 
la navegación marítima, firmado en Roma el Io de marzo de 1988.

8. Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de 
las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en 
Roma el 10 de marzo de 1988.

9. Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas 
cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.
I hereby certify that the 
foregoing text is a true copy of the 
Intemational Convention for the 
Suppression of the Financing of 
Terrorism, adopted by the General

Je certifie que le texte qui 
précéde est une copie conforme de la 
Convention internationale pour la 
répression du financement du 
terrorisme, adoptée par 
l’Assemblée 

Assembly of the United Nations oí 
9 December 1999, the original of 
wich is deposited with the 
Secretary-General of the 
United Nations.
For the Secretary-General, 
The Legal Counsel 
(Under-Secretary-General 
for Legal Affairs)

Hans
United Nations, New York
15 December 1999

RAMA EJECUTIVA I 
PRESIDENCIA D

générale des Nations Unies le
9 décembre 1999, et dont l’original 
se trouve déposé auprés du 
Secrétaire général des
Nations Unies.
Pour le Secrétaire général,
Le Conseiller juridique 
(Secrétaire général adjoint 
aux affaires juridiques)

Corell
Organisation des Nations Unies
New York, le 15 décembre 1999».

)EL PODER PUBLICO
3 LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos Constitucionales,
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández De Soto.

DECRETA:
Artículo 1 °. Apruébase el Convenio Internacional para la Represión 

de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999).

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo Io de la 
Ley 7a de 1944, el “Convenio Internacional para la Represión de la 
Financiación del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa 
y nueve (1999), que por el artículo primero de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo”.

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los...
Presentado al honorable Congreso de la República por la suscrita 

Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del 
Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores.

La Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones 
del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores,

Clemencia Forero Ucrós.

en cumplimiento de los artículos

más reciente de los convenios 
abordar uno de los principales

ataques del 11 de septiembre de

. En desarrollo de este propósito

s y de organizaciones terroristas

de 15 de diciembre de 1997, la

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el 
proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el Convenio Internacional 
para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de 
mil novecientos noventa y nueve (1999).

Este tratado multilateral se considera en la actualidad el principal 
instrumento internacional elaborado por la comunidad internacional en 
su propósito de tomar medidas para prevenir, reprimir y combatir el 
terrorismo. Ello, no sólo por ser el 
sectoriales sobre terrorismo, sino por 
aspectos relacionados con la comisión de actos terroristas: la financiación 
de los mismos, que ha demostrado ser la práctica que facilita la comisión 
de actos de esta naturaleza y contra la cual la comunidad internacional ha 
concentrado sus esfuerzos luego de los 
2001 en contra de los Estados Unidos.

El convenio en cuestión muestra la evolución registrada en el ámbito 
universal en cuanto a la regulación jurídica de la lucha contra el terrorismo, 
gracias a la cual se ha entendido la necesidad de penalizar de manera 
específica la financiación del terrorismo 
se hace necesario establecer medidas específicas para prevenir, combatir 
y eliminar esta práctica, que además s e encuentren de acuerdo con la 
Resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de la ONU.

Colombia no puede ser ajena a este proceso y, por el contrario, como 
lo ha manifestado en diversos foros internacionales, está dispuesta a 
respaldar y acompañar las acciones internacionales que se adelanten en 
materia de lucha contra el terrorismo.

Este Convenio tiene dentro de sus adtecedentes la Resolución 51/210 
de la Asamblea General, del 17 de diciembre de 1996, en cuyo párrafo 3, 
inciso f), la Asamblea exhortó a todos los Estados a que adoptaran 
medidas para prevenir y contrarrestar, mediante medidas internas 
apropiadas, la financiación de terrorista!
y, considerar, en su caso, la adopción de medidas reguladoras para 
prevenir y contrarrestar los movimientos de fondos que se sospechara se 
hicieran con fines terroristas y para intensificar el intercambio de infor­
mación acerca de los movimientos internacionales de ese tipo de fondos. 
Por su parte, en la Resolución 52/165 
Asamblea General, invitó a los Estados a que consideraran, en particular, 
la posibilidad de aplicar las medidas que figuraban en su Resolución 51/ 
210, del 17 de diciembre de 1996. Además mediante la Resolución 53/ 
108 de 8 de diciembre de 1998 la Asamblea decidió que el Comité 
Especial establecido en virtud de su resolución 51/210, elaborara un 
proyecto de convenio internacional para la represión de la financiación 
del terrorismo, que complementara los instrumentos internacionales 
conexos existentes, labor que concluyó

Colombia participó en el proceso de 
adopción de este tratado, el cual fue abierto para la firma el 10 de enero 
de 2000, hasta la misma fecha del año 2 
tratado el pasado 30 de octubre, razón 
obtenga la aprobación del Congreso y 
Corte Constitucional, el Gobierno procederá a depositar ante el Secretario 
General el respectivo instrumento de ratificación.

El Convenio consta de un total de 28 artículos que regulan las 
siguientes materias:

• Definiciones: se definen los conceptos de “fondos”, 
gubernamental o pública” y “producto”.

• Delitos según la convención: define los delitos de financiación del 
terrorismo, incluyendo los grados de participación y tentativa.

• Exclusión de la aplicación de la Convención a actos de naturaleza 
puramente interna.

en diciembre de 1999. 
negociaciones que condujo a la

1002. El Gobierno suscribió este 
?or la cual, en el evento de que 
sea declarado exequible por la

“institución
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; trias para tipificar como delito y sancionar con

las personas jurídicas, la cual será civil,

individual que recaiga en sus administradores

• Tipificación: obligación para los Estados partes de adoptar las 
medidas legislativas neces. 
penas acordes con su graviedad, los delitos definidos en la Convención.

• Responsabilidad de 
administrativa o penal según el ordenamiento de los Estados, sin perjuicio 
de la responsabilidad pena 
o representantes legales.

• Imposibilidad de 
Convención por razones de tipo político, filosófico, ideológico, racial, 
étnico, religioso u otro sir íilar.

• Establecimiento de 
nacionalidad y territorialidad, y discrecionales los relativos a intención 
o resultado de cometeilofc en otro 
nacionales o contra una

justificar ios delitos comprendidos por esta

jurisdicción: son obligatorios los criterios de

Estado o contra alguno de sus 
ii stalación gubernamental de ese otro Estado, 

con el fin de obligar a otrc 
con residencia en ese otr< > Estado o a bordo de una aeronave que sea 
explotada por el gobierno

Estado a hacer u omitir algo, por un apátrida

de ese Estado.

personas detenidas y sus derechos.
en particular dirigidas a regular y controlar la 
íl propósito de evitar que se incurra en las 

C onvención.

internacional, surgido después de los horrorosos

• Detección y deconii o de fondos destinados a cometer actos de 
terrorismo.

Obligación de investig ir los delitos cubiertos por la Convención.
• Cláusulas sobre coo >eración y asistencia judicial recíproca: aut 

dedere aut judicare, extridición, imposibilidad de invocar el secreto 
bancario para denegar ai sis tencia, imposibilidad de considerar los delitos 
de la Convención como je itos fiscales para efectos de asistencia judicial 
y extradición, traslado <|e

• Medidas preventivas, 
actividad financiera con 
conductas que señala la

• Cláusulas finales.
En el nuevo contexto 

atentados del 11 de septieriibre de 2001, la comunidad internacional se ha 
propuesto combatir por 
adoptar todas las medidas necesarias para prevenir, reprimir y combatir 
los actos terroristas, ase jurándose de que las personas y entidades 
responsables de tales actc s odiosos sean procesados y llevados ante los 
tribunales de justicia, con 
acciones.

t( dos los medios el fenómeno del terrorismo y

el fin de que puedan ser castigados por sus

i por la comunidad internacional, sobresale en 
id de fortalecer el marco jurídico internacional

En el enfoque adopte do 
primer término la necesid .< 

lu .'ha contra el terrorismo internacional, lo cual 
1 an efectuado para lograr la universalización

Cjonvenio de 1999, que hoy se somete a la 
egislativo. Este tratado busca suministrar las 

pata combatir frontalmente la financiación del
10

ci lminan en acciones como los atentados del 11

< es por ello que buena parte de las medidas 
a Resolución 1373 (2001) de dicho órgano se

existente en materia de ’ 
explica el llamado que 
progresiva de los tratados que se han celebrado sobre el particular, entre 
los cuales descolla el 
consideración del órgani 
herramientas jurídicas
terrorismo, que es probab emente el eslabón más importante de la cadena 
de actos criminales que
de septiembre. Así lo hh atendido a cabalidad el Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas, 
obligatorias incluidas e i
refieren a aspectos directamente relacionados con la financiación de los 
actos terroristas. Por lo a ito, es desde todo punto de vista imperativo que 
los Estados que no lo la: i
1999, en acatamiento de 1:>s llamados hechos por las Naciones Unidas y 
otros organismos intem:

Es importante resaltai
ninguna de las disposk ic aes de este Convenio afectan las obligaciones 
y facultades convencí oLi 
disposiciones señaladas 
Humanitario, de los c 
conocimiento del Depojsji

Teniendo en cuenta
Viceministra de Relaciói 
Despacho del Ministro je

hecho aprueben y ratifiquen el Convenio de

ia< ionales que se han pronunciado sobre el tema, 
que el Gobierno de Colombia entiende que

tales que tiene el Estado en virtud de las 
en los tratados de Derecho Internacional 

.les Colombia es Parte y, así lo pondrá en 
ario.
anterior, el Gobierno Nacional, a través de la 
es Exteriores, encargada de las funciones del 
Relaciones Exteriores, somete a consideración

ü¡

lo

del honorable Congreso de la República el Convenio Internacional para 
la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil 
novecientos noventa y nueve (1999).

De los honorables Congresistas,
Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones 

del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores,
Clemencia Forero Ucrós.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacionales 
suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1 °. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presentará 
anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores de 
Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario 
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un 
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y 
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2o. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al 
Ministerio de Relaciones y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3o. El texto completo de la presente ley se incorporará como 
anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que el 
Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4o. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Amylkar Acosta Medina.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega.
El Presidente de la honorable Cámara de Representante,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Diego Vivas Tafur.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
SENADO DE LA REPUBLICA - SECRETARIA GENERAL

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2002.
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 223 

de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el «Convenio Interna­
cional para la Represión de la Financiación del Terrorismo ”, adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas el nueve (9) de 
diciembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), me permito pasar 
a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presen­
tada en el día de hoy ante la Secretaria General. La materia de que trata 
el mencionado Proyecto de Ley es competencia de la Comisión Segunda
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Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones regla­
mentarias y de ley.

El Secretario General (E) honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2002.
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.
El Secretario General del honorable Senado de la República (E.),

Luis Francisco Boada G.
* * *

de septiembre de 1971 (que de aquí en adelante se denomina “el 
Convenio”) y, para las Partes de este Protocolo, el Convenio y el 
Protocolo se considerarán e interpretarán como un solo instrumento.

Artículo
1. Añádase al artículo 1 ° del Convei
“1 bis. Comete un delito toda persona que ilícita e intencionalmente, 

utilizando cualquier artefacto, sustanci
a) ejecute un acto de violencia contra

preste servicio a la aviación civil internacional, que cause o pueda causar 
lesiones graves o la muerte; o

b) destruya o cause graves daños en
que preste servicio a la aviación civil internacional o en una aeronave que 
no esté en servicio y esté situada en el aeropuerto, o perturbe los servicios 
del aeropuerto, si ese acto pone en peligro o puede poner en peligro la 
seguridad del aeropuerto”.

2. En el inciso a) del párrafo 2 del Artículo 1 del Convenio, insértese 
“o en el párrafo 1 ° bis ” después de “en el párrafo 1 °”.

Artículo

II

nio el siguiente párrafo 1 bis:

a o arma:
una persona en un aeropuerto que

as instalaciones de un aeropuerto

III
PROYECTO DE LEY NUMERO 224 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba el "Protocolo para la Represión de Actos 
ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio a la aviación 
civil internacional, complementario del convenio para la represión de 
actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil ”, hecho en Montreal 
el veintitrés (23) de septiembre de mil novecientos setenta y uno (1971) 
hecho en Montreal el veinticuatro (24) de febrero de mil novecientos 

ochenta y ocho (1988).
El Congreso de la República

Visto el texto del Protocolo para la Represión de actos ilícitos de 
violencia en los aeropuertos que presten servicio a la aviación civil 
internacional, complementario del convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 
veintitrés (23) de septiembre de mil novecientos setenta y uno (1971), 
hecho en Montreal el veinticuatro (24) de febrero de mil novecientos 
ochenta y ocho (1988), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del Instru­
mento Internacional mencionado).
«PROTOCOLO PARA LA REPRESION DE ACTOS ILICITOS DE 
VIOLENCIA EN LOS AEROPUERTOS QUE PRESTEN SERVICIO 
A LA AVIACION CIVIL INTERNACIONAL, COMPLEMENTARIO 
DE CONVENIO PARA LA REPRESION DE ACTOS ILICITOS 
CONTRA LA SEGURIDAD DE LA AVIACION CIVIL, HECHO 

EN MONTREAL EL 23 DE SEPTIEMBRE DE 1971.
Los Estados Partes en el presente protocolo,
Considerando que los actos ilícitos de violencia que ponen o pueden 

poner en peligro la seguridad de las personas en los aeropuertos que 
presten servicio a la aviación civil internacional o que comprometen el 
funcionamiento seguro de dichos aeropuertos, socavan la confianza de 
los pueblos del mundo en la seguridad de los aeropuertos en cuestión y 
perturban el funcionamiento seguro y ordenado de la aviación civil en 
todos los Estados;

Considerando que la realización de tales actos les preocupa grave­
mente y que, a fin de prevenirlos, es urgente prever las medidas adecua­
das para sancionar a sus autores;

Considerando que es necesario adoptar disposiciones complementa­
rias de las del Convenio para la represión de actos ilícitos contra la 
seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23 de septiembre de 
1971, a fin de hacer frente a los actos ilícitos de violencia en los 
aeropuertos que presten servicio a la aviación civil internacional;

Han convenido en lo siguiente:
Artículo I

Este Protocolo complementa el Convenio para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, hecho en Montreal el 23

Añádase al artículo 5o del Convenio el siguiente párrafo 2 bis:
“2 bis. Asimismo, cada Estado contratante tomará las medidas nece­

sarias para establecer su jurisdicción sobre los delitos previstos en el 
párrafo 1 ° bis del artículo 10 así como en el párrafo 2o del mismo artículo, 
en cuanto este último párrafo se refiere a los delitos previstos en dicho 
párrafo Io bis, en el caso de que el presunto delincuente se halle en su 
territorio y dicho Estado no conceda la extradición, conforme al artículo 
8o, al Estado mencionado en el párrafo

Artículo
A partir del 24 de febrero de 1988, el 

en Montreal a la firma de los Estados 
Internacional de Derecho Aéreo celebn 
febrero de 1988. Después del Io de marzo de 1988, el Protocolo estará 
abierto a la firma de todos los Estados en Londres, Moscú. Washington 
y Montreal, hasta que entre en vigor de

Artículo

1. El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de los Estados 
signatarios.

2. Todo Estado que no sea Estado contratante del Convenio podrá 
ratificar el presente Protocolo si al mismo tiempo ratifica el Convenio o 
se adhiere a él de conformidad con su artículo 15.

3. Los instrumentos de ratificación se depositarán ante los Gobiernos 
de los Estados Unidos de América, el Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y la Unión de Repúb 
Organización de Aviación Civil Internacional, que por el presente se 
designan Depositarios.

» 1 a) del presente artículo”.
IV
presente Protocolo estará abierto 
participantes en la Conferencia 
ada en Montreal del 9 al 24 de

conformidad con el artículo VI.
V

icas Socialistas Soviéticas o la

Artículo VI

1. Tan pronto como diez Estados signatarios depositen los instrumen­
tos de ratificación del presente Protocolo, éste entrará en vigor entre ellos 
treinta días después de la fecha de depó¡ 
ratificación. Para cada Estado que deposite su instrumento de ratificación 
después de dicha fecha entrará en vigor i 
de depósito de tal instrumento.

2. Tan pronto como el presente Protoa 
do por los Depositarios de conformidad con el artículo 102 de la Carta de 
las Naciones Unidas y con el artículo 83 del Convenio sobre Aviación 
Civil Internacional (Chicago, 1944).

Artículo VI
1. Después de su entrada en vigor, el presente Protocolo estará abierto 

a la adhesión de los Estados, no signatarios.
2. Todo Estado que no sea Estado contratante del Convenio podrá 

adherirse al presente Protocolo si al mis: 
o se adhiere a él de conformidad con su

sito del décimo instrumento de

treinta días después de la fecha

olo entre en vigor, será registra-

II

¡mo tiempo ratifica el Convenio 
artículo 15.
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3. Los instrumentos de jdhesión se depositarán ante los Depositarios 
y la adhesión surtirá efe jú < treinta días después del depósito.

Artículo VIII
1. Toda Parte en el presente Protocolo podrá denunciarlo mediante 

notificación por escrito diiigida a los Depositarios.
2. La denuncia surtirá

ificación de dicha denuncia.
efecto seis meses después de la fecha en que los 

Depositarios reciban la no
3. La denuncia del prjs mte Protocolo no significará por sí misma la 

denuncia del Convenio.
4. La denuncia del Con1 enio por un Estado contratante del Convenio 

complementado por el pres 
de este Protocolo.

ente Protocolo significará también la denuncia

Artículo IX
notificarán sin tardanza a todos los Estados1. Los Depositarios 

signatarios y adherentes c el presente Protocolo y a todos los Estados 
signatarios y adherentesj

del depósito de cada instrumento de ratifica-
|d;l Convenio:

a) la fecha de la firma y
ción del presente Protoco1) o de adhesión al mismo, y

b) el recibo de toda nóti ficación de denuncia del presente Protocolo y

q íe este Protocolo entrará en vigor de acuerdo 

la fecha de la misma.
2. Los Depositarios tan bién notificarán a los Estados a que se refiere 

el párrafo 1 ° la fecha en 
con lo dispuesto en el ai tí :ulo VI.

En testimonio de lo ¿i al los Plenipotenciarios infrascritos, debida­
mente autorizados por $u ¡ Gobiernos para hacerlo, firman el presente 
Protocolo.

Hecho en Montreal el d
tos ochenta y ocho, en c jajtro originales, cada uno de ellos integrado por 
cuatro textos auténticos

a veinticuatro de febrero del año mil novecien-

JTIVA DEL PODER PUBLICO
ei los idiomas español, francés, inglés y ruso». 

RAMA EJÉC
PRESIDI NCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 3 de en< ro de 2002 
Aprobado. Sométas^

Nacional para los efectos

El Ministro de Relac

la consideración del honorable Congreso 
Constitucionales.

(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO 
io íes Exteriores,

(Fdo.) Guillermo Fernández De Soto.
DECRETA:

los Aeropuertos que Presten Servicio a la 
mal, complementario del Convenio para la

)colo para la Represión de Actos Ilícitos de

Artículo Io. Apruéqaíe el Protocolo para la Represión de Actos 
Ilícitos de Violencia en
Aviación Civil Intemaci'
Represión de Actos llútit js contra la Seguridad de la Aviación Civil, 
hecho en Montreal el vii: ititrés (23) de septiembre de mil novecientos 
setenta y uno (1971), hoc io en Montreal el veinticuatro (24) de febrero 
de mil novecientos ochen a y ocho (1988).

Artículo 2o. De confot nidad con lo dispuesto en el artículo Io de la 
Ley 7a de 1944, el Prot
Violencia en los Aeropuc rtos que Presten Servicio a la Aviación Civil 
Internacional, complemer tario del Convenio para la Represión de Actos 
Ilícitos Contra la Segurid id de la Aviación Civil, hecho en Montreal el 
veintitrés (23) de septien 
hecho en Montreal el ve nticuatro (24) de febrero de mil novecientos 
ochenta y ocho (1988), qi; por el artículo primero de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir 
internacional respecto (le

Artículo 3o. La presei
Dada en Bogotá, D. i

bre de mil novecientos setenta y uno (1971),

le la fecha en que se perfeccione el vínculo 
mismo.

nte ley rige a partir de la fecha de su publicación, 
el, a los...

Presentado al hono^ablJe Congreso de la República por la suscrita
Viceministra de Relacior|es Exteriores, encargada de las funciones del 
Despacho del Ministro dp Relaciones Exteriores. 

La Viceministra de Re 
del Despacho del Ministio de Relaciones Exterior,

aciones Exteriores, encargada de las funciones

Clemencia Forero Ucrós.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los artículos 

150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia, 
presentamos a consideración del honorable Congreso de la República el 
proyecto de ley, por medio de la cual se aprueba el protocolo para la 
represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten 
servicio a la Aviación Civil Internacional, complementario del convenio 
para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación 
civil, Hecho En Montreal El 23 De Septiembre De 1971, hecho en 
Montreal el veinticuatro (24) de febrero de mil novecientos ochenta y 
ocho (1988).

La historia de la aviación civil internacional se inicia con el Convenio 
de Chicago de 1994. El Convenio fue suscrito inicialmente por 54 
Estados pero hoy forman parte de la Organización de Aviación Civil 
Intemacional-OACl 187 Estados. Colombia se convirtió en Estado 
Contratante de la OACI mediante la adopción del Convenio de Chicago, 
aprobado a través de la Ley 12 de 1947.

El Convenio de Chicago contempló la necesidad de crear 
procedimientos uniformes para facilitar el desarrollo de la aviación civil 
de manera ordenada y segura en todos los países, así como también 
estableció como principio fundamental el del respeto a la soberanía de los 
Estados miembros.

Con el auge de los vuelos internacionales se fueron presentando 
incidentes que afectaban la seguridad sobre los cuales no existía 
reglamentación alguna. Los incidentes más frecuentes se relacionaban 
con indisciplina a bordo de las aeronaves que ponía en riesgo la seguridad 
del vuelo, la desaparición de personas durante el vuelo, el tráfico de 
sustancias prohibidas y el secuestro de aeronaves.

Para contrarrestar estos hechos, la Organización de Aviación Civil 
Internacional ha promovido la elaboración y adopción de cinco (5) 
Convenios específicos a fin de que los Estados se comprometieran a 
tipificar estas conductas en sus legislaciones penales, a perseguir y 
castigar de manera ejemplar a las personas u organizaciones delictivas 
que atentaran contra la aviación civil y, a adoptar medidas para la 
prevención de este tipo de actos. De estos Convenios, nuestro país ya ha 
ratificado tres (3) convenios aprobados por medio de las Leyes 14 de 
1972 y 4 de 1974.

Los cinco convenios hasta ahora elaborados por la OACI para 
contrarrestar los actos de indisciplina a bordo o los actos de secuestro o 
terrorismo son:

1. El Convenio de Tokio de 1963 “Sobre las infracciones y otros 
actos cometidos a bordo de aeronaves”. Por primera vez se consagra 
una definición legal internacional del delito de interferencia en vuelo de 
aeronaves. Uno de los ejes principales de este instrumento internacional 
es la consolidación del concepto de Comandante de la aeronave, al cual 
se le responsabilizó de la seguridad de la aeronave y se le otorgan 
facultades disciplinarias para garantizar la seguridad del vuelo. El 
Convenio rige en Colombia a partir de 1972.

2. El Convenio de la Haya de 1970 “Para la represión del 
apoderamiento ilícito de aeronaves”. Colombia fue uno de los países 
que más insistió al interior de la OACI en la elaboración del Convenio de 
la Haya de 1970, pues en la década del 70 muchos aviones colombianos 
fueron objeto de esta forma delictiva internacional. Este convenio amplía 
el concepto de apoderamiento ilícito de aeronaves y lo tipificó como un 
delito en contra de la humanidad. Adicionalmente se estableció que los 
países debían juzgar severamente este delito, se ampliaron las posibles 
j urisdicciones paraj uzgar a los responsables y se establecieron mecanismos 
para garantizar la extradición a cualquiera de los países miembros de la 
organización de los responsables de este delito. Como dato interesante 
vale la pena mencionar que en aplicación de este convenio, recientemente 
Venezuela extraditó hacia Colombia a José María Ballestas, presunto 
responsable del secuestro de una aeronave en Colombia. El Convenio 
rige en Colombia a partir de 1972.
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3. Convenio de Montreal de 1971 “Para la represión de actos 
ilícitos contra la seguridad de la aviación civil”. A través del Convenio 
de Montreal de 1971, además de ampliar la aplicación de los instrumentos 
anteriores a cualquier acto doloso dirigido contra las aeronaves o las 
personas y bienes a bordo de las mismas, incluye aquellos actos cometidos 
contra los aeropuertos, instalaciones o servicios de navegación aérea, con 
independencia de que el autor del ataque se encuentre a bordo o no de una 
aeronave. Este Convenio consolida la voluntad de los Estados miembros 
de la Organización de Aviación Civil Internacional de perseguir los actos 
delictivos realizados en su contra ya que consolida una tipicidad 
internacional sobre estos hechos. El convenio rige en Colombia a partir 
de 1974.

4. El Protocolo de Montreal de 1988 o “Protocolo para la represión 
de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio 
a la aviación civil internacional”, instrumento complementario del 
Convenio de Montreal de 1971, el cual se propone ahora a consideración 
del Honorable Congreso y al que nos referiremos a continuación.

5. El Convenio de Montreal de 1991 “Sobre Marcación de 
Explosivos Plásticos con fines de Detección”, el cual, próximamente, 
estará presentando el Gobierno a consideración del Congreso.

El Protocolo de Montreal de 1988 o “Protocolo para la represión 
de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicio 
a la aviación civil internacional”, tal como lo indica su nombre, es 
complementario del Convenio de Montreal de 1971 “Para la represión de 
actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil”, ya aprobado por 
Colombia.

Este instrumento consta de nueve (9) artículos, de los cuales tan solo 
los tres primeros contienen disposiciones sustantivas. En la medida en 
que constituye un protocolo complementario al Convenio de Montreal de 
1971, su principal objetivo es el de hacer extensivas las principales 
disposiciones de este último a situaciones que no fueron previstas en el 
momento de celebrarse, a saber, los actos ilícitos de violencia que ponen 
o pueden poner en peligro la seguridad de las personas en los aeropuertos 
que presten servicio a la aviación civil internacional.

Como se expone con claridad en el preámbulo del Protocolo, el 
instrumento fue adoptado en el marco de una Conferencia Diplomática 
celebrada en Montreal del 9 al 24 de febrero de 1988 convocada por la 
Organización de la Aviación Civil Intemacional-OACI, con el fin de 
prevenir y sancionar actos ilícitos de violencia en los aeropuertos, los 
cuales en sentir de los Estados miembros de dicho organismo especializado 
“socavan la confianza de los pueblos del mundo en la seguridad de los 
aeropuertos” y “perturban el funcionamiento seguro y ordenado de la 
aviación civil en todo los Estados”1.

La extensión de la aplicación de las disposiciones del Convenio de 
1971 a los actos de violencia en los aeropuertos se logra mediante el 
procedimiento de incorporar en la definición de actos ilícitos contenida 
en el artículo 10 de dicho instrumento un nuevo tipo de conductas, que son 
las que se describen en el artículo II del Protocolo de Montreal de 1988. 
Según dicha disposición (la cual debe añadirse al artículo 10 del Convenio 
como párrafo Io bis):

“Comete un delito toda persona que ilícita e intencionalmente, 
utilizando cualquier artefacto, sustancia o arma:

a) Ejecute un acto de violencia en contra de una persona en un 
aeropuerto que preste servicio a la aviación civil internacional, que cause 
o pueda causar lesiones graves o la muerte; o

b) Destruya o cause graves daños en las instalaciones de un aeropuerto 
que preste servicio a la aviación civil internacional o en una aeronave que 
no esté en servicio y este situada en el aeropuerto, o perturbe los servicios 
del aeropuerto si ese acto pone en peligro o puede poner en peligro la 
seguridad del aeropuerto”.

De acuerdo con lo anterior, cuando un Estado ratifica el Protocolo o 
se adhiere a él, se compromete a aplicar en las situaciones anteriormente 
mencionadas las normas del Convenio de Montreal de 1971, el cual, se 
reitera, ya está incorporado a la legislación colombiana2. Dichas normas

limitan a introducir los ajustes 
■sultar aplicable en las situaciones

Convenio y el Protocolo “se 
o instrumento”. Por su parte, el 
Convenio sobre criterios para el 
stados (artículo 5o del Convenio 
cia al caso de que el presunto 
un Estado y dicho Estado no 

p territorio se cometió el delito.

“Terrorismo”; artículo 353

ilícitos de violencia contra la

se refieren a cláusulas sobre establecimiento de jurisdicción; a la obligación 
de penalizar y castigar los delitos; a la cooperación entre los Estados, en 
particular mediante la extradición y la asistencia judicial mutua, y a las 
medidas de prevención.

Los artículos I y III del Protocolo se 
necesarios para que el Convenio pueda re 
descritas. Así, en el artículo I se dispone que para un Estado que se 
convierta en parte en el Protocolo, e 
considerarán e interpretarán como un so 
artículo III complementa la cláusula del 
establecimiento de jurisdicción por los Eí 
de Montreal de 1971) con una referem 
delincuente se halle en el territorio de 
conceda la extradición al Estado en cuy

En los restantes artículos (IV a IX) se incluyen las cláusulas finales 
que se acostumbra en los tratados multilaterales, las cuales regulan lo 
relativo a la firma del protocolo, su ratificación o adhesión, su entrada en 
vigor, su denuncia y las funciones del depositario.

Es importante resaltar que la legislación penal colombiana incluye las 
siguientes normas relacionadas con actos contra la seguridad de la 
aviación: artículo 173 “Apoderamiento de aeronaves, naves o medios de 
transporte colectivos”; artículo 343 
“Perturbación en servicios de transporte colectivo u oficial”; artículo 354 
“Siniestro o daño de nave”.3

Recientemente el tema de los actos 
aviación civil internacional ha centralizado nuevamente la atención de 
los gobiernos del mundo a raíz de los ataques terroristas del pasado 11 de 
septiembre ocurridos en el territorio de los Estados Unidos, hechos que 
han generado una reacción de repudio y han impulsado a muchos Estados 
a adoptar todos los instrumentos relativos a la seguridad de la aviación 
civil internacional.

De acuerdo con la información más reciente, hasta el día de hoy 110 
Estados han suscrito este Protocolo, cifra importante que habla de la 
amplia aceptación que ha tenido este instrumento internacional.

Consideraciones
El Protocolo que se somete a consi 

República constituye un valioso instrumento jurídico adoptado por la 
comunidad internacional en el marco de 
la faceta de ese odioso fenómeno que ¡ 
aviación civil internacional.

Por lo tanto, es apenas entendible que. 
septiembre de 2001, tanto la Asamblea 
Seguridad de las Naciones Unidas hayan 
necesidad de que todos los Estados se 
tratados sobre terrorismo existentes, entre 
objeto del presente proyecto de ley.

Colombia debe vincularse formalmente a algunos de los tratados 
aludidos y es por esta razón que el Gobierno Nacional ha decidido 
someterlos en esta ocasión al órgano legislativo para su aprobación, 
como parte de las medidas que debe ton ar el Estado Colombiano para 
sumarse a la campaña mundial de corrtbate frontal al fenómeno del 
terrorismo, en el marco de la Resolución 
Seguridad de las Naciones Unidas.

El Gobierno confía en que este importante instrumento contará con la 
aprobación de las Honorables Cámaras Legislativas, de manera que en un 
futuro cercano nuestro país esté en capac: 
los mismos.

Por las razones expuestas, el Gobierno Nacional, a través de la 
Viceministra de Relaciones Exteriores, encargada de las funciones del 
Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores, solicita al honorable 
Congreso Nacional que apruebe el Protocolo para la Represión de Actos

finales
ideración del Congreso de la

a lucha contra el terrorismo, en 
se refiere a la seguridad de la

luego de los sucesos del 11 de 
General como el Consejo de 
insistido con vehemencia en la 
hagan parte de los diferentes 
los cuales figura el instrumento

1373 de 2001 del Consejo de

fiad de convertirse en parte en

1
2
3

Resolución A 26-4 de 1986, adoptada por la Asamblea General de la OACI.
Adoptado por medio de la Ley 4a de 1974. 
Ley 599 de 2000 o Nuevo Código Penal.
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los Aeropuertos que Presten Servicio a laIlícitos de Violencia en
ional, complementario del Convenio para laAviación Civil Interna

Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, 
hecho en Montreal el vpii ititrés (23) de septiembre de mil novecientos 
setenta y uno (1971), hecho en Montreal el veinticuatro (24) de febrero 
de mil novecientos ochen a y ocho (1988).

De los Honorables Congresistas,
La Viceministra de R< 

del Despacho del Ministro de Relaciones Exteriores,

pigresistas,
elaciones Exteriores, encargada de las funciones

por la cual se ordena el

Clemencia Forero Ucrós.
LEY 424 DE 1998

(enero 13)
seguimiento a los convenios internacionales 

suscritos por Colombia.
Congreso de Colombia

DECRETA:
El

Artículo Io. El Gobiemp Nacional a través de la Chancillería presentará 
anualmente a las Coi 
Senado y Cámara, y 
posteriores al período 
informe pormenorizan 
desarrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Esi

Artículo 2o. Cada dép mdencia del Gobierno Nacional encargada de 
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la 
reciprocidad en los mis nos, trasladará la información pertinente al 
Ministerio de Relación

Artículo 3o. El texto 
anexo a todos y cada 
Ministerio de Relación :s Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4o. La pres
El Presidente del honorable Senado de la República,

•mis ones Segundas de Relaciones Exteriores de 
r deptro de los primeros treinta días calendario 
o le >islativo que se inicia cada 20 de julio, un 

4c acerca de cómo se están cumpliendo y

ta- [os.

y este, a las Comisiones Segundas.
>mpleto de la presente ley se incorporará como

4&
• o
uio de los Convenios Internacionales que el

SENADO DE LA REPUBLICA - SECRETARIA GENERAL 
Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2002.
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 224 

de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el “protocolo para la 
represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten 
servicio a la Aviación Civil Internacional, complementario del convenio 
para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación 
civil, hecho en Montreal el veintitrés (23) de septiembre de mil novecien­
tos setenta y uno (1971), hecho en Montreal el veinticuatro (24) de 
febrero de mil novecientos noventa y ocho (1998), me permito pasar a su 
Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada 
en el día de hoy ante la Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley es competencia de la Comisión Segunda 
Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones regla­
mentarias y de ley.

El Secretario General (E) del honorable Senado de la República, 
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2002.
De conformidad con el informe de Secretaria General, dése por 

repartido el proyecto de ley de la referencia a la comisión Segunda 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 
fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Carlos García Orjuela.
El Secretario General del honorable Senado de la República (E),

Luis Francisco Boada G.

)tiJr
;e ley rige a partir de su promulgación.

Amylkar Acosta Medina. 
del honorable Senado de la República,

Pedro Pumarejo Vega. 
El Presidente de la lio íorable Cámara de Representante,

Carlos Ardila Ballesteros.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Diego Vivas Tafur.

El Secretario Gener

REPUBLICA DE 
Publíquese y ejecúte 
Dada en Santa Fe de

C OLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

¡
ogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO

nes Exteriores,

Gaceta número 78 - Jueves 4 de abril de 2002 
SENADO DE LA REPUBLICA

PROYECTOS DE LEY gS
Proyecto de ley número 222 de 2002 Senado, por medio de la cual se 

aprueba el “Convenio sobre la Marcación de Explosivos Plásticos 
para los fines de Detección, hecho en Montreal”, el primero (Io) de 
marzo de mil novecientos noventa y uno (1991)................................ 1

Proyecto de ley número 223 de 2002 Senado, por medio de la cual se 
aprueba el “Convenio Internacional para la Represión de la Financia­
ción del Terrorismo”, adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el nueve (9) de diciembre de mil novecientos 
noventa y nueve (1999)...............................................   6

Proyecto de ley número 224 de 2002 Senado, por medio de la cual se 
apmeba el “Protocolo para la Represión de Actos ilícitos de violencia 
en los aeropuertos que presten servicio a la aviación civil internacio­
nal, complementario del convenio para la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil”, hecho en Montreal el 
veintitrés (23) de septiembre de mil novecientos setenta y uno (1971) 
hecho en Montreal el veinticuatro (24) de febrero de mil 
novecientos ochenta y ocho (1988)..........  13

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2002María Emma Mejía Vélez.


